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obtener información referida sólo y exclusivamente a una persona respecto 
del cumplimiento de una sentencia dictada en un procedimiento en el que 
sólo él es el recurrente e interesado y en el que se dilucidan sus 
personales pretensiones, recabándose por el reclamante información 
acerca de la cantidad eventualmente abonada al interesado con desglose 
de la misma y, según el propio reclamante, de los intereses de demora 
devengados. Es decir no se trata de datos generales, abstractos o 
estadísticos sino de datos referidos sólo y exclusivamente a una persona 
que únicamente pueden facilitarse, de acuerdo con el artículo 6 de la Ley 
Orgánica antes citada, con el consentimiento inequívoco del afectado y 
sobre los que, según el artículo 10 de dicha Ley, el responsable del fichero 
y quienes intervengan en cualquier fase del tratamiento de los datos de 
carácter personal están obligados al secreto profesional respecto de los 
mismos y al deber de guardarlos. 

 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
 
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el 

artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 
Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, la Presidenta de este 
Organismo es competente para resolver las reclamaciones que, con carácter 
potestativo y previo a un eventual Recurso Contencioso-Administrativo, se 
presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la información.  

 
2. La Ley 19/2013, de 19 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información 

pública y buen gobierno reconoce en su artículo 12 el derecho de todas las 
personas a acceder a la información pública, entendida, según el artículo 13 de la 
misma norma, como “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato 
o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio 
de sus funciones”.  

Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en 
relación a información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo 
que recibe la solicitud, bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha 
obtenido en ejercicio de las funciones y competencias que tiene encomendadas.  

3. En el presente caso, son dos las causas que motivan la denegación de la 
información al solicitante por parte de la Administración: (1) la carencia de la 
misma en su poder y (2) el límite de los datos de carácter personal.  

La primera de ellas, de ser admitida, podría constituir una causa de inaplicación 
de la LTAIBG en los términos de los artículos 12 y 13 precitados, puesto que 
resulta obvio que no se puede proporcionar una información que no se posee. 
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Sin embargo, de las alegaciones vertidas por el Reclamante y de los propios 
hechos constatados por este Consejo de Transparencia, puede deducirse lo 
siguiente: 

a. La primera Sentencia de la Audiencia Nacional aducida por el Reclamante, 
de 23 de septiembre de 2011, fue dictada dentro del Recurso Contencioso-
Administrativo 1219/2011, interpuesto por la representación procesal de un 
ciudadano alemán, contra resolución de la Secretaría General Técnica del 
Ministerio de Fomento, de fecha 29 de septiembre de 2011, por la que se 
desestima la solicitud presentada por el recurrente ante el extinto Ministerio 
de Vivienda, con fecha 20 de octubre de 2004, para el reconocimiento del 
título "Diplom-Ingenieur Architektur", otorgado por "Fach-Hochschule" de 
Lippe, a los efectos del acceso al ejercicio en España de la profesión de 
Arquitecto Técnico. Dicha Sentencia acoge la pretensión deducida por el 
recurrente de reconocimiento de su título "Diplom-Ingenieur Architektur", 
otorgado por "Fach-Hochschule" de Lippe, a los efectos del acceso al 
ejercicio en España de la profesión de arquitecto técnico. No cabe, sin 
embargo, acceder a la pretensión de ser indemnizado por los daños y 
perjuicios sufridos como consecuencia de la demora sufrida en la 
tramitación de su solicitud de habilitación para el ejercicio de la profesión 
de arquitecto técnico y la posterior denegación de la misma, puesto que tal 
pretensión se incardina en la figura de la responsabilidad patrimonial de las 
Administraciones Públicas, regulada en el Título X de la Ley 30/1992, que 
establece un cauce procedimental específico, regulado por los artículos 
142 y siguientes de dicha Ley y en su Reglamento de desarrollo (Real 
Decreto 429/1993). En el presente caso no consta que el interesado no 
haya formulado la oportuna reclamación de responsabilidad patrimonial, 
dando lugar al correspondiente procedimiento administrativo. 

b. La segunda Sentencia de la Audiencia Nacional aducida por el 
Reclamante, de 24 de junio de 2016, ciertamente existe, con número de 
recurso 7/2015, en el que el Recurrente reclama un total de 626.477 euros, 
que se desglosan como sigue: Daño emergente: honorarios de letrado y 
perito respectivamente 1.815 euros y 2.662 euros. Daño moral: 120.000 
euros. Lucro cesante: 502 000 euros. Esta Sentencia acuerda estimar en 
parte el recurso contencioso-administrativo interpuesto (…), contra la 
Resolución dictada por el Ministerio de Fomento,  el día 30 de junio de 
2015 descrita en el fundamento jurídico primero de esta sentencia, la cual 
anulamos, por no ser conforme a derecho. Condenando a la 
Administración demandada al pago al recurrente de la suma de ciento 
veinte mil euros más los intereses legales, desde el día 25 de junio de 
2014 hasta la fecha de notificación de esta sentencia. Sin efectuar 
condena al pago de las costas. Notifíquese a las partes esta sentencia, 
dando cumplimiento a lo dispuesto en el art. 248 pfo. 4 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 

c. El art. 248, párrafo 4, de la Ley Orgánica del Poder Judicial señala que al 
notificarse la resolución a las partes se indicará si la misma es o no firme y, 
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en su caso, los recursos que procedan, órgano ante el que deben 
interponerse y plazo para ello. 

d. En el presente caso, no se trataría de informar sobre un procedimiento 
judicial, como afirma la Administración, sino sobre el cumplimiento de una 
Sentencia cuyo obligado principal es el propio Ministerio de Fomento, que 
debe saber si la misma es o no firme y, por lo tanto, si se ha interpuesto 
algún tipo de recurso posterior. 

e. Sin embargo, para que el Ministerio pueda contestar a estos extremos es 
imprescindible aclarar si ha recibido o no la notificación de la citada 
Sentencia. En este punto, el Ministerio afirma que no pero el Reclamante 
sostiene que no es creíble dicha afirmación porque es imposible que una 
Sentencia, emitida el 24 de junio de 2016, no haya sido notificada al 
Ministerio de Fomento después de casi cinco meses desde que fue 
emitida, el 8 de noviembre de 2016, que es cuando se emite la resolución 
ahora impugnada. 

f. Este Consejo de Transparencia ha tenido conocimiento a través de los 
propios órganos jurisdiccionales de que la referida Sentencia fue notificada 
por el Juzgado al Ministerio el 4 de julio de 2016, adquiriendo firmeza el 10 
de noviembre de 2016 y estando, a día de hoy, en fase de ejecución. Por 
lo tanto, en el momento en que recibió la solicitud de acceso (10 de 
octubre de 2016), el Ministerio ya conocía el contenido de aquélla. 
Igualmente, en el momento en que el Ministerio contestó al Reclamante (8 
de noviembre de 2016) sabía también si se había recurrido o no, por lo que 
debería haber contestado al solicitante dando satisfacción a la cuestión 
planteada. 
Asimismo, este Consejo de Transparencia ha conocido que el propio 
MINISTERIO DE FOMENTO comunicó al órgano jurisdiccional 
responsable que se estaba tramitando la ejecución de la sentencia dictada 
“para proceder al pago de la indemnización e intereses señalados”. 
Teniendo en cuenta lo anterior, debe señalarse que esta forma de actuar 
es, a juicio de este Consejo de Transparencia, manifiestamente contraria a 
la LTAIBG y a lo que ésta significa, además de no obedecer al principio de 
buena gobernanza que debe presidir la actuación pública y a su 
disconformidad con los principios y obligaciones de Buen Gobierno 
también establecidos en la norma.  

g. Respecto de la solicitud acerca de la cantidad total abonada al ciudadano 
afectado, es decir la suma de la condena más los intereses de demora 
devengados, es información que, ciertamente, el Ministerio no podía 
facilitar al solicitante en el momento en que lo solicitó, ya que dicha 
Sentencia se encontraba en fase de ejecución en el momento en que se 
requirió, situación en la que se encuentra todavía a día de hoy. 
 

4. La segunda causa invocada por la Administración para no conceder el acceso 
solicitado se refiere a la existencia del límite de la protección de datos de carácter 
personal, recogido en el artículo 15 de la LTAIBG, aunque no especifica 
claramente en su Resolución por qué considera aplicable dicho limite. 

FIRMANTE(1) : MARIA ESTHER ARIZMENDI GUTIERREZ | FECHA : 28/02/2017 09:22 | NOTAS : F



 
 
 
 

9 
 

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
01

3-
12

88
7 

Este artículo 15 establece el sistema de protección de datos de carácter personal, 
señalando lo siguiente: 

1. Si la información solicitada contuviera datos especialmente protegidos a 
los que se refiere el apartado 2 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, el 
acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el 
consentimiento expreso y por escrito del afectado, a menos que dicho 
afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con 
anterioridad a que se solicitase el acceso. 
 
Si la información incluyese datos especialmente protegidos a los que se 
refiere el apartado 3 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, o datos relativos a la comisión de infracciones penales o 
administrativas que no conllevasen la amonestación pública al infractor, el 
acceso sólo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el 
consentimiento expreso del afectado o si aquél estuviera amparado por 
una norma con rango de Ley. 
 

2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la 
protección de datos personales u otros derechos constitucionalmente 
protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se 
concederá el acceso a información que contenga datos meramente 
identificativos relacionados con la organización, funcionamiento o actividad 
pública del órgano. 
 

3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente 
protegidos, el órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso 
previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la 
divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos 
aparezcan en la información solicitada, en particular su derecho 
fundamental a la protección de datos de carácter personal. 
 
Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará 
particularmente en consideración los siguientes criterios: 
 

a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos 
establecidos en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español. 
 

b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un 
derecho o el hecho de que tengan la condición de investigadores y 
motiven el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos. 
 

c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los 
documentos únicamente contuviesen datos de carácter meramente 
identificativo de aquéllos. 
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